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Además en caso de riesgo durante el embarazo y el período de lactancia,
si tras la evaluación de los riesgos prevista en el artículo 16 de la Ley
de Prevención de Riesgos Laborales, los resultados revelasen riesgo para
la seguridad y la salud o una posible repercusión sobre el embarazo o
la lactancia de las trabajadoras embarazadas o de parto reciente, el empre-
sario adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho
riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o del tiempo de
trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, de ser nece-
sario, la no realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.

De no resultar posible dicha adaptación o si, a pesar de tal adaptación,
las condiciones del puesto de trabajo pudieran influir negativamente en
la salud de la trabajadora embarazada o del feto, y así se certifique e
informe en los términos previstos en el artículo 26.2 de la Ley de Prevención
de Riesgos Laborales, ésta deberá pasar a desempeñar un puesto de trabajo
o función diferente compatible con su estado, debiendo el empresario deter-
minar, previa consulta con los representantes de los trabajadores, la rela-
ción de puestos exentos de riesgos a estos efectos así como de los puestos
alternativos a los mismo.

El cambio de puesto en función se llevará a cabo conforme a las reglas
y criterios de la movilidad funcional. En el supuesto de que, tras aplicar
dichas reglas, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la tra-
bajadora podrá ser destinada a un puesto no correspondiente a su grupo
o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de retri-
buciones de su puesto de origen.

Si dicho cambio de puesto no resultase técnica y objetivamente posible,
o no pueda razonablemente exigirse por motivos justificados, podrá sus-
penderse el contrato de trabajo en los términos previstos en el artículo
45.1 d) del Estatuto de los Trabajadores y con derecho a la prestación
regulada en los artículos 134 y 135 del Texto refundido de la Ley General
de la Seguridad Social, durante el período necesario para la protección
de su seguridad o de su salud y mientras persista la imposibilidad de
reincorporarse a su puesto anterior o a otro compatible con su estado.
En ámbitos inferiores negociarán un complemento para mejorar el por-
centaje de la base reguladora durante todo el periodo.

Las medidas previstas en los tres primeros párrafos serán también
de aplicación durante el período de lactancia, si las condiciones de trabajo
pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así
ser certifique en los términos previstos en el artículo 26.4 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales.

Artículo 74. Cláusula de Descuelgue.

Aquellas empresas que por razones económico-financieras no pudiesen
hacer frente a los incrementos salariales pactados en Convenios Colectivos
del sector, sea cual sea su ámbito de aplicación, deberán acreditar de
forma objetiva y fehaciente las causas por las que el referido incremento
cuestiona la viabilidad de la empresa.

Para poderse acoger al descuelgue durante el año o ejercicio corres-
pondiente, las empresas deberán comunicar su intención, a más tardar,
en el plazo de un mes a partir de la publicación del Convenio Colectivo
en el Boletín Oficial correspondiente, a la Comisión Paritaria del referido
Convenio así como a la representación de los trabajadores en la empresa
si existiere.

A la solicitud la empresa deberá acompañar la siguiente documentación:

Memoria e informe económico específico de los dos últimos ejercicios
en donde se aprecie y refleje el resultado negativo habido.

En las empresas de más de 50 trabajadores, Informe de Auditoría Exter-
na sobre la situación económico-contable de la empresa, al menos del
último ejercicio económico.

Las Comisiones Paritarias de los Convenios Colectivos del sector debe-
rán estudiar cuantas solicitudes de descuelgue les sean presentadas y para
ello tendrán las atribuciones siguientes:

Los miembros de la Comisión Paritaria encargados del estudio de la
solicitud o, en su caso los técnicos que ella designe, deberán tener acceso
a toda la documentación jurídico-económica y contable necesaria para ana-
lizar y comprobar la solicitud formulada y sus informes de situación.

En el supuesto que se requieran por parte de la Comisión Paritaria
certificados registrales, informes de Censores Jurados o cualquier otra
documentación o actuación pericial relacionada con la solicitud formulada,
su coste será sufragado por la empresa peticionaria.

Los miembros de la Comisión Paritaria así como los técnicos que la
pudieren asesorar están obligados a mantener la máxima reserva y con-
fidencialidad en relación con la información conocida y los datos a los
que tengan acceso, como consecuencia de dichos procedimientos.

Las Comisiones Paritarias deberán emitir su resolución en el plazo
máximo de un mes a contar desde la fecha de recepción de la solicitud.
En caso de desestimarse la petición de descuelgue o inaplicabilidad del
incremento salarial, las empresas, dentro de la semana siguiente a la noti-
ficación de la resolución de la Comisión Paritaria, podrán recurrir a un
Arbitraje, según se especifica en el artículo 69 del presente Convenio Colec-
tivo General, que en el término máximo de 45 días dictará un Laudo.

Tanto la Resolución de la solicitud, por parte de las Comisiones Pari-
tarias como el Laudo Arbitral no podrán ser objeto de recurso alguno
por parte de la empresa solicitante y tanto la resolución estimatoria como
el citado Laudo Arbitral serán desde su notificación plenamente ejecutivos.

Artículo 75. Asistencia legal.

Dadas las características y especiales circunstancias en las que se
desarrolla el trabajo de controladores del servicio, la dirección de las
Empresas les proporcionarán la asistencia legal necesaria en caso de que
se dé alguna de las circunstancias siguientes:

Reclamación judicial al controlador o vigilante como consecuencia de
su actuación profesional.

Reclamación judicial del controlador o vigilante a terceras personas,
siempre que exista agresión física y en los casos de agresión verbal, si
existen pruebas que permitan su defensa en juicio,

Todo trabajador que acuda a un juzgado o comisaría de policía en
su período de descanso o de vacaciones, siempre que sea por motivo laboral
(salvo cuando sea a iniciativa propia), será compensado por otro período
de descanso o vacaciones equivalente al tiempo que permanezca en las
citadas dependencias, previa presentación del correspondiente justificante
emitido por la autoridad competente en cada caso.

Artículo 76. Seguro de accidente laboral.

Las empresas afectadas por este convenio deberán concertar con una
entidad aseguradora una póliza a favor de todos los trabajadores, que
garantice 18.000 A de indemnización por accidente laboral con resultado
de incapacidad permanente, gran invalidez o fallecimiento.

Las pólizas se concertarán en el plazo máximo de un mes desde la
firma del convenio.

Las empresas tendrán a disposición de los representantes de los tra-
bajadores copia de la correspondiente póliza.

Disposición transitoria única.

En los Convenios Colectivos de ámbito inferior, deberán actualizarse
y reclasificarse las categorías laborales existentes en los mismos para adap-
tarlas a las reguladas en el presente convenio. La Comisión Mixta Paritaria
podrá participar en dicha reclasificación cuando sea solicitado por los
firmantes de los Convenios Colectivos de ámbito inferior.

Disposición adicional única.

Las partes signatarias del presente Convenio Colectivo Estatal se com-
prometen a impulsar la constitución de las Comisiones Negociadoras para
ámbitos inferiores.

18866 RESOLUCIÓN de 4 de octubre de 2004, del Servicio Público
de Empleo Estatal, por la que se convoca la participación
de entidades y centros colaboradores de dicho Servicio
Público en la programación anual de cursos del Plan Nacio-
nal de Formación e Inserción Profesional correspondiente
al año 2005.

El artículo 3, punto 4, del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo («Boletín
Oficial del Estado» del 4), modificado por el Real Decreto 1936/2004, de 27
de septiembre («Boletín Oficial del Estado» de 2 de octubre), por el que
se regula el Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional, establece
que la convocatoria a las entidades y centros colaboradores para participar
en la correspondiente programación anual de cursos, deberá realizarse
durante el trimestre anterior al comienzo del ejercicio anual, indicando
los plazos y términos en que las solicitudes deben presentarse.

De acuerdo con lo anterior y con lo dispuesto en el artículo 7.1 de
la Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 13 de abril de 1994
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(«Boletín Oficial del Estado» del 28), modificada posteriormente por la
Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 20 de septiembre
de 1995 («Boletín Oficial del Estado» de 14 de octubre), por la Orden del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 14 de octubre de 1998 («Boletín
Oficial del Estado» del 26), por la Orden TAS/466/2002 («Boletín Oficial
del Estado» de 6 de marzo) y por la Orden TAS/1495/2003 de 31 de marzo
(«Boletín Oficial del Estado» de 7 de Junio), por las que se dictan normas
de desarrollo del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, la presente con-
vocatoria se dirige, según lo dispuesto en el artículo 8.2 y artículo 6, res-
pectivamente, del Real Decreto y Ordenes anteriormente citadas, a los
centros, instituciones, organizaciones y empresas que soliciten impartir
cursos de formación profesional ocupacional como centros colaboradores
del Servicio Público de Empleo Estatal, dirigidos a trabajadores desem-
pleados, y ello sin perjuicio de lo establecido en la disposición adicional
primera del citado Real Decreto.

Visto lo anterior y con el fin de establecer el procedimiento y plazos
de programación, esta Dirección General resuelve:

Primero.—Convocar a las entidades y centros colaboradores del Servicio
Público de Empleo Estatal, a fin de que presenten las solicitudes de inclu-
sión de sus cursos en la programación correspondiente al año 2005 del
Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional.

Segundo.—Las solicitudes se formalizarán en los modelos que, al efecto,
facilitarán las Direcciones Provinciales de Servicio Público de Empleo Esta-
tal y se presentarán en el Registro de las mismas, y por cualquiera de
los medios establecidos en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones y del Procedi-
miento Administrativo Común, en la redacción dada por la Ley 4/1999,
de 13 de enero.

Tercero.—El plazo para la presentación de solicitudes de programación
será de veinte días naturales, a contar desde el día siguiente al de la
publicación de esta Resolución en el «Boletín Oficial del Estado», sin per-
juicio de lo establecido en los puntos noveno y undécimo.

Cuarto.—Las solicitudes de programación deberán corresponderse con
especialidades formativas vigentes en el Fichero de Especialidades del
Servicio Público de Empleo Estatal, incluidas las especialidades de for-
mación complementaria. Las especialidades formativas moduladas podrán
programarse modularmente, siempre que completen una o varias unidades
de competencia.

En la selección de las acciones de formación profesional ocupacional
a desarrollar tendrán prioridad, teniendo en cuenta las recomendaciones
y conclusiones del documento «Tendencias del Mercado de Trabajo» ela-
borado por los Observatorios Ocupacionales Provinciales, las solicitudes
de aquellos centros colaboradores que impartan las especialidades corres-
pondientes a los certificados de profesionalidad aprobados y promulgados
y/o las dirigidas a nuevas actividades profesionales o yacimientos de
empleo, las de aquellos que organicen prácticas en empresas promoviendo
el oportuno acuerdo entre Administración y empresa u organización empre-
sarial, así como las solicitadas por centros con informes de evaluación
o calidad que acrediten la eficacia de la formación, atendiendo especial-
mente a indicadores de inserción o de realización efectiva de prácticas
profesionales en empresas y las solicitudes con compromiso de contra-
tación. Habrán de respetarse los objetivos cuantitativos fijados para cada
provincia, referidos a los colectivos prioritarios, así como la última eva-
luación de cursos y centros, sin perjuicio de las excepciones debidamente
motivadas y justificadas por las Direcciones Provinciales del Servicio Públi-
co de Empleo Estatal.

Las recomendaciones y conclusiones del documento «Tendencias del
Mercado de Trabajo» estarán a disposición de los interesados en las Direc-
ciones Provinciales y Oficinas de Empleo del Servicio Público de Empleo
Estatal.

Quinto.—La Subdirección General de Gestión de Formación Ocupacional
del Servicio Público de Empleo Estatal, en virtud de la Orden del Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales de 21 de mayo de 1996 («Boletín Oficial
del Estado» del 27) sobre delegación de atribuciones, y a propuesta de
las Direcciones Provinciales del Servicio Público de Empleo Estatal, apro-
bará la programación de cursos, dentro del marco de sus disponibilidades
presupuestarias, definidas en los créditos de las aplicaciones del capítulo
IV del programa 241-A de Fomento de la Inserción y Estabilidad Laboral
de los presupuestos del Servicio Público de Empleo Estatal.

Sexto.—El Director Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal,
una vez aprobada la programación por la Subdirección General de Gestión
de Formación Ocupacional, y previa fiscalización y aprobación del gasto
correspondiente, dictará Resolución al interesado, sobre la inclusión de
su solicitud en programación y la subvención que la misma conlleva y
a la que tiene derecho, siempre que cumpla los requisitos y obligaciones
que establece el Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, en sus artículos

10 y 11, y la Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 13
abril de 1994, en sus artículos 13, 14, 15, 16 y 19, haciendo constar en
la misma que la subvención es objeto de financiación por el Servicio Público
de Empleo Estatal y de cofinanciación por el Fondo Social Europeo, y
contra la que cabe interponer recurso de alzada ante el excelentísimo
señor Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.

Las acciones formativas aprobadas e incluidas en las programaciones
serán cofinanciadas por el Fondo Social Europeo, mediante los Programas
Operativos correspondientes de Objetivo 1 n.o 2000ES051PO017, con una
cofinanciación del 65 %, y de Objetivo 3 n.o 2000ES053PO313, con una
cofinanciación del 40 %, que configuran el Marco Comunitario de Apoyo
2000-2006, conforme a las Decisiones de aprobación de la Comisión Euro-
pea de 16 de enero de 2001.

La no resolución expresa de inclusión en programación implicará su
denegación. No obstante lo anterior, las solicitudes no aprobadas ni dene-
gadas expresamente podrán quedar en reserva durante el año natural,
para sucesivas programaciones complementarias, de acuerdo con el ar-
tículo 6.4 de la Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de
13 de abril de 1994.

Séptimo.—Quedan excluidos del ámbito de aplicación de la presente
Resolución aquellos centros colaboradores y entidades a los que se refiere
el apartado 2 del artículo 8 del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo,
ubicados en Comunidades Autónomas que, a la fecha de publicación de
la presente convocatoria, hayan asumido el traspaso de competencias en
materia de gestión de la formación profesional ocupacional (Andalucía,
Aragón, Principado de Asturias, Illes Balears, Canarias, Cantabria, Cas-
tilla-La Mancha, Castilla y León, Cataluña, Comunidad Valenciana, Extre-
madura, Galicia, Comunidad de Madrid, Región de Murcia, Comunidad
Foral de Navarra y La Rioja), siempre que su zona de actuación esté limi-
tada, exclusivamente, al territorio de cada Comunidad Autónoma, de acuer-
do con lo dispuesto en el correspondiente Real Decreto de traspaso.

Octavo.—Las entidades con contrato-programa en vigor, a la fecha de
publicación de esta Resolución, deberán presentar sus solicitudes de pro-
gramación de cursos en el plazo que se establece en el punto tercero de
esta Resolución.

Noveno.—En el supuesto de que se suscriba contrato-programa con las
organizaciones empresariales o sindicales, los organismos paritarios de
ámbito sectorial estatal y las organizaciones representativas de la economía
social, en los términos fijados en los artículo 13.1 y 14.1 de la Orden
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 13 de abril de 1994, dichas
entidades podrán presentar al Servicio Público de Empleo Estatal, en el
plazo que se estipule en el mismo o, en su defecto, en el de dos meses,
contados a partir del día siguiente en el que se firme el contrato-programa,
la propuesta de programación de cursos para que sea incluida en la pro-
gramación correspondiente.

Décimo.—Las entidades y centros podrán presentar, simultáneamente,
solicitud de homologación de especialidades formativas y solicitud de pro-
gramación para las mismas, antes de la fecha de finalización del plazo
fijado en esta convocatoria, si bien dichas solicitudes estarán supeditadas
a la resolución positiva de la homologación, para las especialidades que
correspondan.

Undécimo.—Aquellas entidades que suscriban un convenio de colabo-
ración con el compromiso de contratación de los alumnos a que se refieren
los artículos 15 y 16 apartados 1 y 2, de la Orden del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social de 13 de abril de 1994, y que cumplan el artículo 8,
punto 2, letra c), del Real Decreto 631/1993, de 3 de mayo, podrán solicitar
programación de cursos en el plazo que se estipule en el mismo o, en
su defecto, en el plazo de quince días, a partir de la fecha de la firma
del convenio.

Duodécimo.—De acuerdo con lo establecido en el Reglamento (CE)
n.o 1159/2000, de 30 de mayo, de la Comisión, sobre las actividades de
información y publicidad que deben llevar a cabo los Estados miembros
en relación con las intervenciones de los Fondos Estructurales, todas
las acciones que reciban ayuda de la Comunidad Europea deberán ser
objeto de la adecuada información y publicidad a los beneficiarios de
estas acciones.

Disposición final.—Esta Resolución entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 4 de octubre de 2004.—El Director general, Valeriano Baíllo
Ruiz.


